FUNDAMENTOS


La Ley 25.675, de Política Ambiental Nacional, propone los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del Ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable, rige según su artículo 3º en todo el territorio de la Nación, siendo sus disposiciones de orden público, operativas y se utilizarán para la interpretación y aplicación de la legislación específica sobre la materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto no se oponga a los principios y disposiciones contenidas en ésta.


Su aplicación corresponde a los tribunales ordinarios, según corresponda por el territorio, la materia, o las personas pero en los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales ínter jurisdiccionales, la competencia será federal.


Los principios de la política ambiental, la interpretación y aplicación de la ley, y de toda otra norma a través de la cual se ejecute la política Ambiental, estarán sujetas al cumplimiento de los siguientes principios: 


Principio de congruencia: La legislación provincial y municipal referida a lo ambiental deberá ser adecuada a los principios y normas fijadas en la presente Ley; en caso de que así no fuere, éste prevalecerá sobre toda otra norma que se le oponga. 


Principio de prevención: Las causas y las fuentes de los problemas ambientales se atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente se pueden producir.


Principio precautorio: Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del medio ambiente. . 


Principio de equidad intergeneracional: Los responsables de la protección ambiental deberán velar por el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las generaciones presentes y futuras.


Principio de progresividad: Los objetivos ambientales deberán ser logrados en forma gradual, a través de metas interinas y finales, proyectadas en un cronograma temporal que facilite la adecuación correspondiente a las actividades relacionadas con esos objetivos.


Principio de responsabilidad: El generador de efectos degradantes del ambiente, actuales o futuros, es responsable de los costos de las acciones preventivas y correctivas de recomposición, sin perjuicio de la vigencia de los sistemas de responsabilidad ambiental que correspondan. 


Principio de subsidiariedad: El Estado nacional, a través de las distintas instancias de la administración pública, tiene la obligación de colaborar y, de ser necesario, participar en forma complementaria en el accionar de los particulares en la preservación y protección ambientales. 


Principio de sustentabilidad: El desarrollo económico y social y el aprovechamiento de los recursos naturales deberán realizarse a través de una gestión apropiada del ambiente, de manera tal, que no comprometa las posibilidades de las generaciones presentes y futuras.


Principio de solidaridad: La Nación y los Estados provinciales serán responsables de la prevención y mitigación de los efectos ambientales transfronterizos adversos de su propio accionar, así como de la minimización de los riesgos ambientales sobre los sistemas ecológicos compartidos. 


Principio de cooperación: Los recursos naturales y los sistemas ecológicos compartidos serán utilizados en forma equitativa y racional, El tratamiento y mitigación de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrollados en forma conjunta.


Dice que ordenamiento ambiental desarrollará la estructura de funcionamiento global del territorio de la Nación y se generan mediante la coordinación ínter jurisdiccional entre los municipios y las provincias, y de éstas y la ciudad de Buenos Aires con la Nación, a través del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA); el mismo deberá considerar la concertación de intereses de los distintos sectores de la sociedad entre sí, y de éstos con la administración pública.


Permite que todo habitante pueda obtener de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada y la autoridad de aplicación deberá desarrollar un sistema nacional integrado de información que administre los datos significativos y relevantes del ambiente, y evalúe la información ambiental disponible; asimismo, deberá proyectar y mantener un sistema de toma de datos sobre los parámetros ambientales básicos, estableciendo los mecanismos necesarios para la instrumentación efectiva a través del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA).


Por ella, toda persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, y de alcance general.


La participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de ordenamiento ambiental del territorio, en particular, en las etapas de planificación y evaluación de resultados. 


Establece  el Sistema Federal Ambiental con el objeto de desarrollar la coordinación de la política ambiental, tendiente al logro del desarrollo sustentable, entre el gobierno nacional, los gobiernos provinciales y el de la Ciudad de Buenos Aires. 


Así mismo, la Ley 25.688, determina el Régimen de Gestión ambiental de Aguas estableciendo los presupuestos mínimos ambientales para la preservación de las aguas, su aprovechamiento y uso racional.


Define por agua, aquélla que forma parte del conjunto de los cursos y cuerpos de aguas naturales o artificiales, superficiales y subterráneas, así como a las contenidas en los acuíferos, ríos subterráneos y las atmosféricas.


Crea, para las cuencas ínter jurisdiccionales, los comités de cuencas hídricas con la misión de asesorar a la autoridad competente en materia de recursos hídricos y elaborar en la gestión ambientalmente sustentable de las cuencas hídricas.

Se entiende por utilización de las aguas a los efectos de esta ley:

1. La toma y desviación de aguas superficiales;

2. El estancamiento, modificación en el flujo o la profundización de las aguas superficiales;

3. La toma de sustancias sólidas o en disolución de aguas superficiales, siempre que tal acción afecte el estado o calidad de las aguas o su escurrimiento;

4. La colocación, introducción o vertido de sustancias en aguas superficiales, siempre que tal acción afecte el estado o calidad de las aguas o su escurrimiento;

5. La colocación e introducción de sustancias en aguas costeras, siempre que tales sustancias sean colocadas o introducidas desde tierra firme, o hayan sido transportadas a aguas costeras para ser depositadas en ellas, o instalaciones que en las aguas costeras hayan sido erigidas o amarradas en forma permanente;

6. La colocación e introducción de sustancias en aguas subterráneas;

7. La toma de aguas subterráneas, su elevación y conducción sobre tierra, así como su desviación;

8. El estancamiento, la profundización y la desviación de aguas subterráneas, mediante instalaciones destinadas a tales acciones o que se presten para ellas;

9. Las acciones aptas para provocar permanentemente o en una medida 

10. significativa, alteraciones de las propiedades físicas, químicas o biológicas del agua;

11. Modificar artificialmente la fase atmosférica del ciclo hidrológico.

En su artículo 7°, ordena a la autoridad nacional de aplicación a:

1. Determinar los límites máximos de contaminación aceptables para las aguas de acuerdo a los distintos usos;

2. Definir las directrices para la recarga y protección de los acuíferos;

3. Fijar los parámetros y estándares ambientales de calidad de las aguas;

4. Elaborar y actualizar el Plan Nacional para la preservación, aprovechamiento y uso racional de las aguas, que deberá, como sus actualizaciones ser aprobado por ley del Congreso de la Nación.


Autoriza a la autoridad nacional, a pedido de la autoridad jurisdiccional competente, declarar zona crítica de protección especial a determinadas cuencas, acuíferas, áreas o masas de agua por sus características 

naturales o de interés ambiental.


Por otra parte la Ley Provincial 12.257, Código de Aguas, cuyo objeto es  establecer el régimen de protección, conservación y manejo del recurso hídrico de la Provincia de Buenos Aires, encomendando al Poder Ejecutivo:


Formular la política del agua dentro de los lineamientos definidos por la legislación provincial, hacerla conocer a la comunidad, impartir instrucciones para la coordinación de las actividades vinculadas a ella e instrumentarla en los planes de gobierno. A esa política formulada públicamente deberán ceñirse las actividades de la administración central y la descentralizada, dentro de las limitaciones impuestas por la Constitución de la Provincia.


Decretar reservas que prohíban o limiten uno o más usos o la constitución de derechos individuales sobre agua de dominio público.


Establecer preferencias y prerrogativas para el uso del agua del dominio público por categoría de uso, regiones, cuencas o parte de ellas, por acto fundado, privilegiando el abastecimiento de agua potable y alentando criterios de reutilización de agua para uso industrial o cualquier actividad productiva que así lo permita.


Fijar periódicamente por regiones y por categoría de uso, el canon y las contribuciones a cargo de concesionarios, permisionarios y usuarios en general, pudiendo en caso de emergencia hídrica disminuir o suprimir por tiempo determinado tales gravámenes.


Determinar, cuando la circunstancia lo requiera y justifique la dotación de agua a acordar a cada categoría o tipo de uso y a cada región. Se entenderá que la Autoridad del Agua sólo podrá disponer del agua que exceda esa dotación.


Suspender el suministro de agua para uno o más usos, por acto fundado, en caso de sequía extraordinaria u otra calamidad pública.


Acordar con el Gobierno de la Nación, con el Gobierno de la Ciudad de Autónoma de Buenos Aires, con los de provincia, con organizaciones internacionales y con estados extranjeros y sus divisiones territoriales:


Esta Ley crea, un ente autárquico de derecho público y naturaleza multidisciplinaria que tendrá a su cargo la planificación, el registro, la constitución y la protección de los derechos, la policía y el cumplimiento y ejecución de las demás misiones que este Código y las Leyes que lo modifiquen, sustituyan o reemplacen, contando para su organización y funcionamiento descentralización operativa y financiera que cumplirá sus objetivos, misiones y funciones bajo la dependencia del Poder Ejecutivo, se denominará Autoridad del Agua y será designada por el Poder Ejecutivo.


La Autoridad del Agua tiene la función de:

a) Asistir al Poder Ejecutivo en el ejercicio de las atribuciones. 

b) Otorgar los derechos y cumplir todas las funciones que este Código le encomiende genérica o específicamente.

c) Supervisar y vigilar todas las actividades y obras relativas al estudio, captación, uso, conservación y evacuación del agua. Para cumplir esa función establecerá las especificaciones técnicas que deberán satisfacer las observaciones y mediciones, la recopilación y publicación de información hídrica, las labores, las obras y la prestación de servicios a terceros. Podrá someter esas actividades a su autorización previa y ordenar la remoción de las obras o cosas ejecutadas en su contravención. Asimismo podrá removerlas cuando la demora en hacerlo pusiese en peligro la vida o la salud de las personas o perjudicase a terceros. 

d) Promover programas de educación formal e informal sobre el uso racional del agua.

e) Coordinar un espacio interinstitucional con los órganos de administración provincial competentes en materia de agua con el objeto de:

f) Coordinar y compartir información sobre el estado del recurso agua. 

g) Informar respecto de prioridades y la compatibilización de los distintos usos del agua. 

h) Planificar sus acciones respectivas con relación al agua.


La Autoridad del Agua, por acto fundado podrá prohibir el uso recreativo y el abastecimiento doméstico o el urbano de determinadas aguas, en salvaguarda de la salud pública, sin pagar indemnización alguna.  


Artículo 58: Es condición de validez para el otorgamiento de concesión de uso de aguas públicas para abastecimiento de poblaciones, la especificación en el respectivo título, el grado de potabilidad de agua para consumo humano, la posibilidad de mantener su aptitud y la disponibilidad de la misma.


La Autoridad del Agua podrá obligar al concesionario a emplear o aplicar todos los métodos que juzgue necesario para asegurar la calidad establecida.


Asimismo deberá garantizarse la evacuación y disposición final de las aguas residuales de forma de no producir contaminación ni ocasionar daños a terceros.


La reglamentación establecerá los mecanismos por los cuales se haga posible realizar un efectivo monitoreo tanto de la fuente que da origen al sistema de abastecimiento como a la propia red (aforo, red de control, cámara de registro etc.), así como también la obligación de construir y mantener a su costa las instalaciones adecuadas para un aprovechamiento racional y/o la adopción de medidas de protección y conservación del medio ambiente.
Por lo expuesto y teniéndose en cuenta las diversas denuncias penales formuladas a la Justicia por incumplimientos reiterados de la empresa AGUAS ARGENTINA S.A., como así por la anulación de la licitación para la provisión de los servicios de agua potable y cloacas, es que para garantizar al Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, el resarcimiento que la Ley  fije por los daños ambientales causados, es que, solicitamos ser acompañados en el presente.
PROYECTO DE DECLARACION
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires:
DECLARA


Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, por intermedio de la Secretaria de Política Ambiental y la Fiscalía de Estado, formulen las presentaciones correspondientes, en las actuaciones que se tramitan en el Poder Judicial Nacional y Provincial, en motivo de los daños ambientales ocasionados por la firma AGUAS ARGENTINAS S.A. solicitando para garantizar indemnización por daños y perjuicios causados, la medida cautelar de “Inhibición General de Bienes” de la empresa concesionaria y para garantizar la individualización de los responsables y el esclarecimiento total de los hechos que originaran la situación anómala planteada, se disponga “Prohibición de Salir del país” de los Directivos de la empresa AGUAS ARGENTINAS S.A., ya sean estos ciudadanos argentinos o extranjeros.
